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Resumen 
En esta oportunidad se estudiarán los inconvenientes que ha tenido el desarrollo de consulta 
previa en nuestro país, así como las causas por las que se ha violado dicho derecho, detallando 
los riesgos y/o afectaciones que puede implicar su violación, no solo para los indígenas en 
Colombia, si no para el medio ambiente, y la preservación cultural. Además, se establecerán 
las posibles soluciones que garantizarán su cumplimiento, pretendiendo demostrar que puede 
ser posible ser tomada la consulta previa como desarrollo y no como obstáculo, la cual 
permite la protección de la población indígena, la diversidad étnica y cultural de nuestra 
nación.  
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THE RIGHT TO PRIOR CONSULTATION IN INDIGENOUS PEOPLES, AS A 
GUARANTEE OF CULTURAL AND ENVIRONMENTAL PROTECTION IN 
COLOMBIA. 
Abstract 
In this opportunity we will study the inconveniences that the development of prior 
consultation has had in our country, as well as the causes for which this right has been 
violated, detailing the risks and / or damages that may be involved in its violation, not only 
for indigenous people in Colombia, if not for the environment, and cultural preservation. In 
addition, possible solutions that will guarantee compliance will be established, trying to 
demonstrate that it may be possible to take prior consultation as a development and not as an 
obstacle, which allows the protection of the indigenous population, the ethnic and cultural 
diversity of our nation. 
Keywords: Fundamental rights, prior consultation, natives, prior consent, free and informed. 
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En el territorio colombiano hay una población indígena de 1,4 millones de habitantes y más 
de 102 pueblos indígenas, según la Organización Nacional Indígena de Colombia (ONIC) 
cifra reconocida por el Plan Nacional de Desarrollo 2010- 2014 (Salinas, 2014), los cuales 
representan no solo una cifra poblacional, si no la cultura, la historia y la identidad de nuestro 
país.  
La constitución en su artículo séptimo2 reconoce la protección del estado a la diversidad 
étnica y cultural de la nación colombiana, de esto se desprenden los derechos centrales de los 
pueblos y las comunidades indígenas, los cuales fueron creados con el fin de asegurar para 
ellos un territorio, el fortalecimiento y desarrollo de su autodeterminación y proveerles una 
justa participación en el Estado y sus instituciones. 
Para la implementación de los mecanismos de participación se debe tener en cuenta las 
instituciones, pues son las que van a garantizar la representación de los intereses culturales y 
políticos de la comunidad étnica. También se debe asegurar la lengua por la que se 
comunicaran los proyectos, pues esta, debe permitir la eficacia en la comunicación de los 
mismos, la cual debe ser clara y entendible. (Arenas, 2017) 
La jurisprudencia ha aclarado que los derechos fundamentales de los pueblos indígenas, son 
los siguientes:  El derecho a la subsistencia que tiene congruencia con el derecho a la vida; 
el derecho a la integridad étnica, cultural, social y económica, congruente con el derecho a la 
integridad física en el artículo 12 de la CN;  el derecho a la defensa contra la desaparición 
forzada; el derecho a la propiedad de tierra comunitaria; el derecho a la participación en 
decisiones y medidas que pudiesen afectar a las comunidades indígenas, en particular 
relacionadas con la extracción de recursos naturales en sus territorios. (Semper, 2006). Los 
grupos indígenas dentro de sus tradiciones tienen demarcado el cuidado a la naturaleza, pues 
no solamente es el lugar en donde habitan, es quien les proporciona sus alimentos, 
vestimentas y hasta medicina. 
                                                          
2 ARTICULO 7. El Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana. 
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Por lo anterior, la buena ejecución y protección de la consulta previa nos  puede brindar una 
idea del correcto funcionamiento del ordenamiento jurídico para todos los colombianos, lo 
que genera mayor seguridad jurídica3 para la sociedad (Acosta, 2010), y ayudarnos a 
preservar el medio ambiente y la cultura. Razón por la cual debe posponer o prescindir de 
macro proyectos, mega obras, explotaciones mineras y de hidrocarburos. 
La consulta previa no solo es una formalidad para realizar “explotaciones” y demás proyectos 
en ciertos territorios del país, esta tiene una razón de ser, y es la protección de los derechos 
de las minorías; es por eso que a lo largo de este documento iremos dando respuesta a sí ¿Es 
la consulta previa un instrumento para la protección ambiental y cultural en Colombia? 
Para establecer la relevancia y el impacto que ha tenido para Colombia la violación del 
derecho de consulta previa, en especial en los pueblos indígenas, y analizar el verdadero valor 
que tiene este derecho para la preservación cultural y ambiental en nuestro país, se hace 
necesario analizar la razón de existencia de este derecho fundamental, su objetivo, ámbito de 
aplicación, marco normativo y jurisprudencial. 
La consulta previa ha sido reconocida por la jurisprudencia, organismos internacionales y la 
constitución colombiana, tanto para los pueblos indígenas como a los demás grupos étnicos. 
Se aclara que esta ha buscado en primera medida la protección integral de las tradiciones 
culturales, aspectos sociales y económicos, también se ha hecho con el fin de garantizarles a 
las minorías, la participación frente al desarrollo de proyectos o en la implementación de 
decisiones administrativas, que puedan generar cambios en su desarrollo cotidiano de vida, 
y en las afectaciones en el territorio en el que habitan (Letón, 2017). Pero aun así hay 
innumerables casos tutelados en donde se hace evidente la violación frecuente de este 
derecho, como la tutela T-236-17, T-201-17, T-698/11, Sentencia T-880 de 2006, T-382 de 
2006, más las que actualmente no dejan de llegar a la Corte Constitucional. 
Colombia ha sido un país con altos índices de desigualdad, en donde se han visto afectados  
en mayor medida los grupos étnicos, y hoy en día, los megaproyectos y la explotación mineral 
                                                          
3 La Seguridad Jurídica es entendida como un estado psíquico en el que los seres humanos “perciben” 
satisfacción y tranquilidad por observar cómo se garantiza y, a su vez, como se materializa el catálogo de valores 
que posee el ordenamiento jurídico (Marin, 2012). 
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están presentando riesgos adicionales, tal y como se advirtió en el Informe anual de la Alta 
Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, las decisiones relativas a 
la utilización y explotación de los recursos naturales suelen tomarse sin respetar el derecho a 
la consulta previa, sin el respeto debido a las autoridades y procedimientos tradicionales y 
sin ajustarse tampoco al contexto cultural específico. Hasta el alto comisionado exhorto al 
ministerio del interior a aplicar un enfoque diferencial en el proceso de regulación del 
ejercicio de la autoridad indígena, e instó al Estado a que lleve a cabo las consultas previas 
no como un mero formalismo, sino sobre la base de protocolos establecidos con cada 
comunidad étnica para garantizar el ejercicio efectivo de sus derechos. (Hernández, 2016) 
Por lo mismo, debemos ejercer la defensa de nuestro territorio, poniéndolo por encima de los 
intereses de macro proyectos, mega obras, explotaciones mineras y de hidrocarburos, para 
garantizar además la existencia de las comunidades indígenas dentro de un ambiente social 
y cultural ancestral (Monje, 2010).   
Es así como Colombia, un país democrático y participativo, encuentra en la consulta previa 
su máxima expresión como espacio de articulación étnica e intercultural, tal y como lo afirmo 
la Dra. Gloria Rodríguez, esta constituye el sustento para definir entre el gobierno nacional 
y los pueblos indígenas, las prioridades de desarrollo nacional en un marco de respeto de las 
culturas y las visiones propias de dichos pueblos.  
Por último, cabe señalar que actualmente hay un proyecto de ley estatutaria que pretende 
reglamentar el derecho fundamental a la consulta previa, establecida en la Ley 21 de 1991 y 
de manera general en el numeral 2 del artículo 40 y el parágrafo del artículo 330 de la 
Constitución Política, concordante con el artículo 46 de la Ley 1437 de 2011, en donde se 
aclara el procedimiento para realizarla, y crea una unidad especial encargada, en donde se da 
inicio a la consulta previa, “La Unidad administrativa especial para la consulta previa”, la 
cual además adoptara las decisiones que sean pertinentes y coherentes con los principios del 
sistema presupuestal colombiano, a fin de garantizar la coordinación administrativa, 
financiera, de recursos humanos y logísticas requeridas para la realización de la consulta 
previa a las comunidades étnicas. 
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A continuación, a fin de establecer la importancia de la consulta previa en nuestro país y de 
evidenciar los inconvenientes que ha tenido su desarrollo, abordaremos el tema de la igualdad 
en Colombia, por el fundamento que tiene este derecho constitucional y los motivos por los 
cuales hace parte de nuestra carta política, y además se estableceré el contexto histórico de 
la historia de los indígenas en Colombia.  
1. IGUALDAD MATERIAL Y FORMAL EN PRO DEL DERECHO INDÍGENA A 
LA CONSULTA PREVIA. 
La igualdad recibe protección desde el artículo primero de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos4, se establece que todos los seres humanos nacen libres e iguales en 
dignidad y derechos, parámetro para los demás derechos contenidos en la declaración. El 
valor de la igualdad está impulsado por el marco de la revolución francesa, revolución en 
donde se reconoció la igualdad entre todos los seres humanos, puesto nos encontramos 
dotados de razón y conciencia, lo que nos diferencia de otros seres vivos. 
En la doctrina encontramos diferencias en la definición de igualdad, puesto se distinguen 
entre una de carácter formal y otra de carácter material. El principio de igualdad formal 
establece que la aplicación de la ley debe ir de acuerdo a lo establecido en la norma, como 
ya lo afirmo Kelsen (Cuenca, 1994), presupone que los ciudadanos deben ser tratados de 
manera idéntica, tanto en relación a la ley, como en su aplicación, garantizando que las leyes 
sean iguales para todos y no se contengan de las mismas distinción alguna, desterrando con 
ello cualquier tipo de privilegio. El principio de igualdad material es una reinterpretación de 
la igualdad formal, en donde se deberá tener en cuenta además de lo anterior expuesto, la 
condición real en la que se encuentran los ciudadanos, tendiendo a una equiparación real y 
efectiva de los mismos, es así como esta definición no supone la eliminación de la igualdad 
formal, si no su ampliación. 
Tal es el caso que para poder hacer efectiva la igualdad de trato, el carácter formal y material 
deben unificarse; la principal razón de ser de la igualdad material está en la aplicación de 
                                                          
4 Artículo 1. Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de 
razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros 
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iguales derechos e iguales condiciones a los que están en desiguales condiciones, esto es 
haciendo que los poderes públicos promuevan las condiciones para que la libertad y la 
igualdad tanto de los individuos como de grupos sean reales y efectivas, removiendo sus 
obstáculos y facilitando la participación de todos los ciudadanos en la vida política, 
económica, cultural y social. 
En nuestra constitución el derecho a la igualdad está consagrado en el artículo 13 así:  
“Artículo 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma 
protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y 
oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o 
familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. El Estado promoverá las condiciones 
para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados 
o marginados. El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y 
sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan (Constitución política de 
Colombia, 1991, artículo 13)”.  
Gracias a la constitución de 1991, en Colombia se les otorga protección a las personas frente 
a la ley y las autoridades constituyendo la igualdad como un derecho fundamental, pero no 
solo en sentido formal como se mencionaba anteriormente, si no en sentido material. Desde 
1992 la corte constitucional afirma que “el principio de la igualdad es objetivo y no formal; 
él se predica de la identidad de los iguales   y de   la   diferencia   entre   los desiguales”.  Con 
tal concepto se autorizó el trato legal diferenciado sólo si está realmente justificado, 
superando así la igualdad formal, donde la ley no establecerá distinciones individuales 
respecto aquellas personas de similares características, ya que a todas aquellas se les 
reconocen los mismos derechos y las mismas posibilidades. Así la real y efectiva igualdad 
consiste en aplicar la ley en cada uno de los hechos según las diferencias constitutivas de 
ellos (Corte constitucional, T-432, 1992), exigiendo el reconocimiento  de las diferencias 
entre las personas dentro de diferentes áreas como son la cultura, raza, economía, etc. 
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Cabe entender que el marco normativo constitucional persigue unos fines morales distintivos, 
por lo tanto se podría decir que si no se guía por estos, no sería “Derecho”, la norma por lo 
tanto siempre debería perseguir un fin justo y servir al bien común (Zamora F. , 2015). 
2. CONTEXTO HISTÓRICO Y CULTURAL INDÍGENA 
Dentro del ordenamiento jurídico colombiano se han incorporado una serie de derechos en 
pro del reconocimiento de los principios constitucionales, el pluralismo y la diversidad étnica 
y cultural, garantizando su cumplimiento. Desde 1991 con el surgimiento de la nueva 
constitución, Colombia ha sido de los países más avanzados en el reconcomiendo de derechos 
colectivos a las minorías étnicas como son los grupos indígenas, de acuerdo a lo establecido 
por el Banco Interamericano de Desarrollo. (Rojas J. F., 2010). 
Desde el 20 de julio de 1991 la asamblea constituyente concedió para los pueblos indígenas 
amplios derechos, e instrumentos jurídicos procesales a fin de garantizar su cumplimiento, 
comenzando una nueva era para los indígenas en nuestro país. Colombia adopto el convenio 
169 de la OITE para la elaboración de leyes y políticas nacionales a favor de los pueblos 
indígenas y triviales posterior a la declaración de las naciones unidas sobre los derechos de 
los pueblos indígenas, aprobada por la asamblea general en el 2007 como resultado de 25 
años de negociaciones con los pueblos indígenas y la ONU, en donde se describen los 
derechos que tienen de una manera más a fondo, destacando el derecho a una vida digna, a 
mantener y preservar sus instituciones, cultura y tradiciones, permitiendo el desarrollo de su 
vida de manera libre y conforme a sus propias creencias, creando una poderosa herramienta 
en la lucha contra la discriminación y el racismo (Carillo, 2012). 
 
La Corte Constitucional define a las “comunidades indígenas” como sujetos de derechos 
(fundamentales) colectivos. En general, el tribunal utiliza el concepto de comunidad indígena 
para asegurar los derechos colectivos de los indígenas como grupo, sin recurrir al concepto 
más amplio e internacionalmente vinculante de pueblo indígena. El concepto de comunidad 
indígena tiene en Colombia una larga tradición y es habitual tanto entre los indígenas como 
en la política y la administración estatal (Semper, 2006). 
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La adopción del convenio de la OIT se aplica a todos los pueblos triviales que se distingan 
de otros sectores y se rijan por costumbres o legislaciones especiales, también a los pueblos 
considerados indígenas geográficamente.5 En el artículo 2 de dicha convención se les da la 
responsabilidad a los gobiernos de desarrollar junto con los pueblos indígenas los medios u 
acciones necesarias a fin de garantizar sus derechos y el respeto de su integridad6.  
Un elemento fundamental motivo de estudio para este caso es el derecho que se le reconoce 
a los pueblos indígenas a la propiedad y posesión de las tierras que ocupan, en donde son 
ellos quienes deberán utilizar, administrar y adecuar los medios de conservación de los 
recursos que esas tierras posean, y en caso de pertenecer dichos recursos al Estado, se deberá 
consultar a los pueblos sí su utilización los perjudicaría, invitándolos a participar dentro de 
esas actividades y en el caso de ser necesario indemnizarlos de manera equitativa por los 
daños que pudieran sufrir. El reconocimiento que se debe tener respecto a esas tradiciones 
que son parte de la vida y de la cultura de cada pueblo, es una manera de protegerlos con el 
                                                          
5A los pueblos tribales en países independientes, cuyas condiciones sociales, culturales y esanímicas les 
distingan de otros sectores de la colectividad nacional, y que estén regidos total o parcialmente por sus propias 
costumbres o tradiciones o por una legislación especial; b) A los pueblos en países independientes, considerados 
indígenas por el hecho de descender de poblaciones que habitaban en el país o en una región geográfica a la 
que pertenece el país en la época de la conquista o la colonización o del establecimiento de las actuales fronteras 
estatales y que, cualquiera que sea su situación jurídica, conservan todas sus propias instituciones sociales, 
económicas, culturales y políticas, o parte de ellas. La conciencia de su identidad indígena o tribal deberá 
considerarse un criterio fundamental para determinar los grupos a los que se aplican las disposiciones del 
presente Convenio.-. La utilización del término “pueblos” en este Convenio no deberá interpretarse en el sentido 
de que tenga implicación alguna en lo que atañe a los derechos que pueda conferirse a dicho término en el 
derecho internacional. 
 
6Artículo 2. 1. Los gobiernos deberán asumir la responsabilidad de desarrollar, con la participación de los 
pueblos interesados, una acción coordinada y sistemática con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a 
garantizar el respeto de su integridad. 2. Esta acción deberá incluir medidas: 
 
a) Que aseguren a los miembros de dichos pueblos gozar, en pie de igualdad, de los derechos y oportunidades 
que la legislación nacional otorga a los demás miembros de la población; 
b) Que promuevan la plena efectividad de los derechos sociales, económicos y culturales de esos pueblos, 
respetando su identidad social y cultural, sus costumbres 
y tradiciones, y sus instituciones; 
c) Que ayuden a los miembros de los pueblos interesados a eliminar las diferencias socioeconómicas que puedan 
existir entre los miembros indígenas y los demás miembros de la comunidad nacional, de una manera 
compatible con sus aspiraciones y formas de vida. 
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fin de asegurar que continúen existiendo y sean pasadas en generaciones futuras (Rendón, 
2006). 
El convenio de la OIT representa uno de los instrumentos más importantes según lo declara 
por el representante de los indígenas en el Senado de la república, después de la constitución 
política, puesto es un reconcomiendo internación de los derechos de los pueblos indígenas y 
triviales en las distintas áreas de la realización humana, y además se les concede el derecho 
a la participación y consulta cuando haya medidas que puedan afectarlos. 
Aun así, para los pueblos indígenas ha representado una constante lucha el reconocimiento 
de sus derechos, los cuales también se ven reconocidos normativamente en las siguientes 
disposiciones:  
Por una parte, a partir de la declaración universal de los derechos de los pueblos adoptada en 
Argel en 1976, se consagran derechos como el derecho a existir, el derecho al respeto de la 
identidad nacional y cultural de los pueblos y el derecho a conservar en paz la posesión de 
su territorio y de retornar allí en caso de expulsión, derechos otorgados a los pueblos 
indígenas y afrocolombianos.  
La declaración de los Derechos de los Pueblos Indígenas es un instrumento fundamental que 
constituye uno de los acontecimientos más importantes para la promoción y protección de 
los derechos y libertades fundamentales de los pueblos indígenas. La declaración además de 
contemplar derechos y libertades en todos los factores de realización en la vida de los grupos 
indígenas, establece la autonomía de los pueblos indígenas en cuestiones relacionadas con 
sus propios asuntos internos y locales y prevé procedimiento a fin de resolver controversias 
con los pueblos indígenas y los estados. La declaración constituye recomendaciones los 
estados miembros ratifiquen el contenido del Convenio 169 de la OIT. 
La Corte IDH afirma que es importante consolidar el proceso de la consulta previa, con su 
concepto y características, pues la misma sirve como fuente de solución en casos de 
controversia en la consulta previa, pero así mismo denota la importancia que han tenido las 
demás disposiciones como instrumentos asertivos en los casos referentes a la consulta previa 
(Eduardo, 2017).   
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Mediante las sentencias C-137 y C-262 de 1996 se consideran las prácticas tradicionales de 
explotación y aprovechamiento de los recursos naturales como una manifestación de la 
cultura e identidad nacional de las comunidades étnicas, formando parte de nuestro 
patrimonio cultural nacional, es por ello, que no solo merecen protección, sino que, al ser 
bienes culturales, son inalienables, inembargables e imprescriptibles (Garzón, 2015).  
La Ley 1185 del 2008 amplia el concepto de patrimonio cultural afirmando que este se 
encuentra constituido por todos los bienes materiales, las manifestaciones inmateriales, los 
productos y las representaciones de la cultura7. Es así como en el Convenio sobre la 
Diversidad Biológica (CDB, 2000) en el artículo 18.10 se reconoce la importancia de respetar 
y preservar los conocimientos tradicionales y prácticas de sus comunidades indígenas y otras 
comunidades, a fin de contribuir a la conservación y sostenibilidad de las tierras. 
Finalmente hay que establecer que el Tribunal Constitucional como el Comité de Expertos 
de la OIT han establecido que la consulta previa no implica un derecho de veto a las 
decisiones estatales, sino que es un mecanismo ideal para permitir a los pueblos indígenas y 
tribales ejercer el derecho a expresarse e influir en la decisión.  
La cultura indígena no debe ser vista como un inconveniente para el crecimiento tanto 
económico como infraestructural en Colombia, ellos enriquecen la cultura nacional e 
internacional, sus tradiciones en pro del cuidado de la naturaleza defienden la buena 
utilización de los recursos que nos ofrece la tierra. La Cultura y las tradiciones que los 
indígenas nos han brindado no se puede comercializar, esta adquiere una connotación 
indispensable para un equilibrio ecológico que permita que sobreviva la humanidad, a 
consulta previa tiene como escenario única y exclusivamente el pueblo indígena (Guzmán, 
2000).   
                                                          
7 tales como la lengua castellana, las lenguas y dialectos de las comunidades indígenas, negras, la tradición, el 
conocimiento ancestral , el paisaje cultural, las costumbres y los hábitos, así como los bienes materiales de 
naturaleza mueble e inmueble a los que se les atribuye, entre otros, especial interés histórico, artístico, científico, 
estético o simbólico en ámbitos como el plástico, arquitectónico, urbano, arqueológico, lingüístico, sonoro, 
musical, audiovisual, fílmico, testimonial, documental, literario, bibliográfico, museológico o antropológico 
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Y además lo anterior ratifica el principio de integralidad e indivisibilidad de los derechos, 
entendiendo que la afectación a uno solo de los derechos de los pueblos indígenas tiene 
efectos y consecuencias en el conjunto de derechos como un todo que se interrelaciona 
permanentemente. Ocurriendo esto tanto de aquellos derechos denominados individuales 
como a los colectivos, es necesario el reconcomiendo de los derechos a la identidad étnica y 
cultural, al territorio, a la autonomía, a la participación y al desarrollo propio a estos pueblos 
(Quintero, 2009).  
2.1.1 SITUACIONES DE VULNERABILIDAD DE LOS INDÍGENAS  EN 
COLOMBIA  
De acuerdo con el Censo de población 2005 realizado por el DANE, el total de indígenas 
existentes en el país alcanzó la cifra de 1.392.623 personas que constituían el 3.35% de los 
41.468.384 de habitantes. 
Dentro de nuestro territorio hay una importante presencia de pueblos indígenas cuya 
existencia se soporta en razones históricas y de identidad, entre las que se tiene su origen 
prehispánico y condiciones de índole socio-cultural que los caracterizan e identifican como 
grupos étnicos indígenas específicos (Grupo de Planeación en la Salud Pública Dirección de 
Epidemiología y Demografía MINSALUD, 2017). 
La comunidades indígenas se han visto afectados por las guerras internas en nuestro país, 
desde homicidios de sus dirigentes, como miembros de sus comunidades, dicha violencia se 
ha visto directamente relacionada, con los intereses económicos que hay sobre sus territorios, 
tanto por la presencia de minas de oro, plata, carbón, ferroníquel, como por los cultivos de 
palma africana y la producción de biocombustibles (ACNUR UNHCR, 2012). 
En la mayoría de lugares donde se asientan las comunidades indígenas se presentan 
situaciones de confinamiento, accidentes con minas antipersonas, reclutamiento de niños y 
niñas a causa de los grupos armados, restricción de movilidad para el ingreso de alimentos y 
productos necesarios para su subsistencia.   
Los indígenas necesitan de un territorio dotado de las características necesarias no solo para 
habitarlo, si no que les permitan sobrevivir de acuerdo a sus condiciones de vida, puesto que 
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el territorio y los recursos con los que esta cuenta son aquellos que llegaran a determinar la 
calidad de salud y sostenibilidad con la que van a contar. Según la MINSALUD las 
situaciones de salud de los grupos étnicos están asociadas directamente con las fuentes de 
agua, el manejo y uso de desechos, uso de energías, condiciones de la vivienda, calidad del 
aire y minería artesanal. Siendo la contaminación de las fuentes hídricas una de las 
principales causas de enfermedades. La dispersión en la que viven las comunidades indígenas 
rurales y el alto costo de los servicios es una de las causas del limitado acceso que tienen las 
comunidades indígenas a los estos servicios de salud, y acueducto. 
Los indígenas tienen que aceptar participar en actividades de secuestros e incautación de 
ganado, vehículos, dinero etc… por parte de la guerrilla, colocando en alto riesgo su vida y 
las de sus familias.  A esta ola de inconvenientes en Colombia de los pueblos indígenas se ha 
sumado el desarrollo de actividades mineras, petroleras, viales y de energía, en territorios 
donde se encuentran comunidades indígenas, donde a pesar de la gran fuente de capital que 
permite el desarrollo socioeconómico,  se ha perjudicado e medio ambiente y las 
comunidades, causando mayor inseguridad y graves afectaciones en la vida de los indígenas 
(Botero, 2003). 
Actualmente en Colombia la energía Hidroeléctrica ha generado más del 70% de la 
electricidad a través de represas, que pese a ser consideradas “energías limpias”, han causado 
grandes emisiones de metano de las superficies de embalses,  los estudios científicos indican 
que la descomposición de la materia orgánica en los embalses produce cantidades 
significativas de gases de efecto invernadero: dióxido de carbono, metano y óxido nitroso, 
de acuerdo a la Organización internacional “International Rivers”, encargada en la protección 
de los ríos y  de promover soluciones reales para satisfacer las necesidades de gestión de 
agua, energía e inundaciones, el impacto de los embalses tropicales puede ser mucho más 
alto incluso comparado con las plantas más contaminantes de combustibles fósiles 
(International Rivers, 2016).  
Este sector no solo ha venido buscando satisfacer necesidades energéticas, también tienen 
como objetivo capitalizar el creciente mercado del comercio de carbono. La contaminación 
resultante de la producción de Extracción de minerales y/o generación de energía, es la 
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principal fuente antropogénica de metano, el Instituto Nacional de Investigaciones Espaciales 
(INPE) de Brasil, estableció que anualmente por las grandes represas de emiten 104 millones 
de toneladas métricas de metano se producen desde la superficie del embalse, las turbinas, 
los vertederos y los ríos corriente abajo, actividad humana que aporta el 4% del total del 
calentamiento.  
Ha estos hechos se suman la aparición de nuevos edificios y bares que son construidos cerca 
de las represas a fin de satisfacer las necesidades de los trabajadores de las compañías 
encargadas de las presas Hidroeléctricas, los cuales destruyen el ecosistema y perturban la 
vida social, y cultural de la comunidad; Las pocas tierras existentes para cultivo o agricultura, 
son utilizados para la extracción de materias de construcción o utilización como vertederos 
de desechos; Igualmente se suma la disminución de la pesca, ha existido bastante mortandad 
de peces por el vertedero de residuos, afectando no solo a los pescadores de las regiones en 
donde se encuentran las comunidades indígenas, sino también a los comerciantes de estos 
productos. 
Todo esto ha creado más desplazamientos a las comunidades indígenas, que ya no solo se 
ven afectadas por los grupos al margen de la ley, sino por los sectores de energía, 
hidrocarburos, y construcción, ya que como se evidencio el uso intensivo del recurso está 
generando un desamparo en las necesidades básicas de estas comunidades. 
La legislación de protección a las comunidades indígenas al igual que los mecanismos de 
participación es insuficiente y débil, el Estado no ha valorado suficiente el patrimonio 
cultural, lingüístico, y las intuiciones tradicionales de los pueblos indígenas, particularmente 
los referidos a las prácticas médicas, al igual que no ha ejecutado programas de respeto a su 
espiritualidad, creencias, ritos y lugares sagrados.  
El derecho no es la simple promulgación de las leyes u normas, el ejercicio del derecho es el 
proceso que conlleva la aplicación de las mismas. Actualmente se debe poner por encima el 
derecho en pro de las necesidades específicas de regulación y coordinación social, que a la 
tradicional eficacia instrumental. Con la constitución de 1991, si bien se avanza en la 
protección de los grupos indígenas, no ha sido suficiente para garantizar los derechos de los 
mismos. Los problemas que se generan en torno a la protección efectiva de los derechos de 
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las comunidades indígenas en Colombia son diversos, refleja la complejidad y la falta de 
claridad que existe hoy en día respecto del que hacer por una comunidad que se ha visto 
violentada frente a todos los aspectos en su vida. 
3. LA CONSULTA PREVIA COMO SALVAGUARDA DE LOS DERECHOS 
AMBIENTALES, Y DEL DERECHO DE LOS DERECHOS INDÍGENAS 
La consulta previa es un derecho colectivo fundamental, de trámite obligatorio, que tienen 
los grupos étnicos e indígenas a ser consultados anticipadamente a la expedición de medias 
normativas y/o administrativas que se les vaya a impartir y/o frente a todos los proyectos, 
obras y procedimientos que se vayan a realizar en su territorio; La cual busca la protección a 
la integridad cultural, social y económica, y la garantía del respeto del derecho constitucional 
a la participación. 
Este derecho se encuentra fundamentado como anteriormente se mencionó en el derecho de 
participación, en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de 
desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente (artículo siete del 
convenio de la OIT); También se fundamenta en el derecho de decisión propia de los pueblos 
a establecer su desarrollo económico, social y cultural, en la medida que afecta sus vidas, 
creencias, instituciones, y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o usan. 
El procedimiento de la consulta previa la corte constitucional ha establecido que esta debe 
ser realizada formalmente, de manera efectiva y conducente, propiciando espacios adecuados 
de participación, que permitan una intervención útil y suficiente a los participantes. Cabe 
aclarar que durante todas las etapas del proyecto se debe informar plenamente a las 
comunidades sobre todo lo concerniente a la misma. Así mismo es el ministerio de medio 
ambiente quien deberá realizar un estudio detallado del proyecto que se pretende realizar, 
estableciendo claramente los derechos que pueden llegar a vulnerar, al igual que el impacto 
ambiental que su realización tiene.  
Para la corte interamericana todas las consultas deberán ser realizadas en respeto a la buena 
fe atreves de los medios adecuados a fin de llegar a un verdadero acuerdo, pues no solamente 
es obtener un consentimiento, este debe ser libre, informado y previo, de acuerdo a las 
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costumbres y tradiciones que este tenga. Pues “los derechos de participación consultan y 
consentimiento se fundan en el principio de que los pueblos indígenas tienen igual dignidad 
a todos los pueblos y culturas, y tienen igual capacidad a todos los pueblos para controlar sus 
instituciones y determinar libremente sus formas de vida y modelo de desarrollo” (Rodriguez, 
2015). 
Es así como las etapas de consulta previa, se crearon con el fin de no violentar los derechos 
que tienen los indígenas y otras minorías a participar y ser informadas; De acuerdo a la 
Directiva Presidencial N° 10 de 2013, el proceso de Consulta Previa se surten las siguientes 
etapas: 
 Certificación: Toda persona natural o Jurídica interesada en ejecutar un proyecto obra o 
actividad solicita al Ministerio del Interior –Dirección de Consulta Previa-  la presencia 
o no de comunidades étnicas en el área de influencia del proyecto obra o actividad.  
 Coordinación y preparación: Una vez certificada la presencia de comunidades étnicas 
en el área de influencia del proyecto obra o actividad, la Dirección de Consulta Previa 
programa una reunión con las entidades relacionadas en el proyecto.  
 Pre consulta: Se convoca a las partes, se realiza un dialogo previo con los representantes 
de las comunidades étnicas involucradas, se construye ruta metodológica de la Consulta 
Previa con los lugares y las fechas en que se efectuaran las reuniones pertinentes 
 Consulta: Se convoca a las partes, la Dirección de Consulta Previa junto con el ejecutor 
y los representantes de las comunidades étnicas definen las medidas de manejos 
adecuadas para prevenir, corregir, mitigar o compensar las potenciales afectaciones que 
generará el proyecto.  
 Se protocolizan los acuerdos a través de un acta de acuerdos.  
 Seguimiento: La Dirección de Consulta Previa se asegura de que lo protocolizado en la 
consulta previa sea efectivamente realizado por las partes, según los plazos acordados  
Dentro de la etapa de pre consulta las partes se reunirán y fijarán de manera clara las reglas, 
los tiempos, costos, logística y los asesores, presentado un espacio en donde se resolverán 
dudas sobre el marco jurídico de la constitución política, explicación de la medida e 
instauración formal o apertura de la consulta previa. 
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Ya en la etapa de consulta se desarrollarán las reuniones de los impactos que puede traer 
consigo la realización de las medidas o proyectos y se formularán las medidas de manejo de 
las mismas, igualmente se realizarán reuniones para la formulación de acuerdos y su 
protocolización. Se desarrollarán talleres de análisis de los impactos generados por el 
proyecto, obra o actividad, al igual que participarán de otras entidades públicas en la 
formulación de las medidas de manejo, con compañía de la autoridad ambiental. Y se 
formularán los acuerdos en caso de ser posible y se continuará con la protocolización de la 
consulta previa. 
Cuando después de todo este proceso se establecen todas las ideas, proyectos e información 
específica (en donde ya se debió haber establecido si el proyecto u obra va a afectar a un 
grupo étnico) se entraría a la etapa de consulta previa, cuyo objetivo es establecer un dialogo 
entre el Estado, el Ejecutor y las Comunidades Étnicas, para que la DCP asegure que se está 
garantizando el derecho a la consulta y participación, con el fin de proteger su integridad 
étnica y cultural. Asegurando que lo protocolizado en la consulta previa sea efectivamente 
realizado por las partes, según los plazos acordados con las comunidades étnicas. 
Es así como el objetivo de la consulta previa no es más si no el de proteger la integridad 
social, cultural y económica de los pueblos, la cual permite que los pueblos étnicos puedan 
decidir y participar en decisiones administrativas y/o legislativas, al igual que en la decisión 
de aceptar la realización de proyectos u obras que puedan afectarles, protegiendo así los 
demás derechos de los pueblos indígenas. 
Entendiendo que la consulta previa debe ser realizada también dentro de las medidas 
legislativas, el objetivo de la misma es permitir la participación y salvaguarda de nuestro 
sistema democrático. Frente a las medidas administrativas, la corte afirma la necesidad que 
debe tener la consulta previa en servir como instrumento de información frente  a la 
comunicación clara y plena de los proyectos destinados a exploración o explotación de 
recursos naturales en donde se encuentran las comunidades indígenas, igualmente  de aclarar 
las afectaciones que conlleva el menoscabo de los elementos que hacen parte de sus 
territorios, y sirven como subsistencia para el desarrollo de su vidas, en el aspecto social, 
cultural, económico y político, Brindando la posibilidad de conseguir un pronunciamiento 
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libre, de participación activa y efectiva que pueda servir de guía para la decisión que debe 
adoptar la autoridad. 
Este derecho de encuentra reglamentado bajo el siguiente marco jurídico8: 
1. Constitución política de Colombia artículos 2,7,40,330 
2. Convenio 169 de la OIT (ley 21 de 1997), sobre pueblos indígenas y triviales. 
3. Ley 70 de 1993, que desarrolla el art. 55 transitorio de la constitución, reconoce las 
comunidades negras y establece mecanismos para su protección. 
4. Artículo 76 de la ley 99 de 1993, para la explotación de recursos naturales renovables 
5. Decreto 200 de 2003 por el cual se determinan los objetivos y la estructura del Ministerio 
del Interior y de Justicia y se establece que le corresponde a la Dirección de Étnicas, 
coordinar interinstitucionalmente la realización de la consulta previa. 
6. Ley 165 de 1994. Convenio de Diversidad biológica para el caso de Permisos de 
Investigación Científica (conocimientos asociados a la biodiversidad). 
Dentro de la jurisprudencia colombiana, la primera sentencia en donde se habla acerca de la 
consulta previa es la sentencia T-428 de 1992, pero simplemente siendo nombrado, puesto 
que la decisión real se fundamenta en que “El interés de la comunidad indígena posee una 
legitimación mayor, en la medida en que está sustentado en derechos fundamentales 
ampliamente protegidos por la constitución”, como es el derecho el derecho a la propiedad, 
al trabajo y al mantenimiento de su integridad étnica y cultural, por encima del derecho a 
terminar una obra cuyo fin es el beneficio económico de la región (Sentencia No. T-428, 
1992). 
Posteriormente en el año de 1997 tras la sentencia SU 039-97 la corte constitucional define 
por primera vez algunas de las características y objetivos del derecho a la consulta previa, 
para las medidas destinadas a explotar recursos, enunciando que la comunidad debe tender 
un conocimiento pleno sobre los proyectos destinados a explorar o explotar los recursos 
naturales en los territorios que ocupan, el cual se puede informar de una manera ilustrada 
sobre la manera en que la ejecución de los referidos proyectos puede afectarlos culturalmente, 
                                                          
8 Ampliar en el texto La consulta previa ¿para qué, cómo y quién decida? De la revista semillas de julio 2008. 
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económica y políticamente y que además atenten contra su subsistencia como grupo humano 
con características singulares (Corte constitucional, Sentencia T-84771 de 1997).  
En esta sentencia la corte afirma se les debe dar la oportunidad a que las comunidades 
libremente mediante sus integrantes valoren conscientemente las ventajas y desventajas del 
proyecto sobre la comunidad y sus miembros. Deben se roídas esas opiniones a fin de ser 
tenidas en cuenta dentro del proyecto, a fin de buscar que la comunidad tenga una 
participación activa y efectiva en la toma de la decisión que deba adoptar la autoridad, la cual 
en la medida de lo posible debe ser acordada o concertada (Rojas L. M., 2017) 
Posteriormente en el año 1998 con la sentencia T- 652 de 1998, la corte concluyo que la 
omisión de la consulta para el otorgamiento de una licencia ambiental había perjudicado y 
violentado los derechos de los indígenas Embera-Katio, y por ende por primera vez ordena 
indemnizar a la comunidad. 
En cuanto a la primera sentencia donde el aspecto central radica en la realización de consulta 
previa en Medidas legislativas, es en la Sentencia C-169 de 2001. En este caso se entra a 
examinar el "proyecto de ley No. 25-S/99 y 217-C/99, “por la cual se reglamenta el artículo 
176 de la constitución política de Colombia”. En el cual se desarrolla el derecho fundamental 
de participación política de los ciudadanos de los grupos étnicos, minorías políticas, y 
colombianos residentes en el exterior, y además crea una circunscripción electoral especial.  
En esta sentencia se determina que si bien, el proyecto fue puesto en revisión por parte de la 
corte, este hecho no surte el trámite de consulta que se debe realizar a los grupos étnicos, 
puesto que para establecer que la democracia constitucional Colombiana realmente está 
cumpliendo a  cabalidad con sus objetivos, es necesario que las diversas fuerzas que 
conforman la sociedad, permitan a la misma, participar en la adopción de las decisiones que 
les conciernen, fundamentándose en el convenio 169 de la O.I.T. otra sentencia en donde se 
realiza el análisis constitucional para la protección del derecho de consulta previa frente a la 
expedición de una ley es la sentencia 891 de 2002, pero yéndose por una vertiente distinta, 
puesto es la primera vez en donde la corte aclara que el derecho a la consulta no es absoluto 
y por ende no es del todo necesario llegar a un acuerdo con los grupos étnicos cuando se 
pretende radicar un proyecto de ley. 
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En el año 2006 los miembros del pueblo indígena Motilón Barí, demandaron la protección 
de sus derechos a la diversidad étnica y cultural, y a la participación en las decisiones que los 
afectan en su vida y su integridad, puesto fueron vulnerados al conceder por parte del 
Ministerio del Interior y de Justicia certificación sin haber adelantado el proceso de consulta, 
y además por parte del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial al otorgar 
licencia ambiental, brindando el permiso de poder realizar la explotación y exploración de 
los yacimientos de petróleo en su territorio. Tras esta sentencia, la sentencia T-889/2006, se 
fue demostrando que el acompañamiento por parte del ministerio de interior y de justicia a 
través de la dirección de Etnias (Decreto 1320 de 1998), proceso creado para dar orientación 
a la realización de la consulta previa, no siempre es viable cuando pretende la protección de 
la integridad cultural de los pueblos indígenas, situación que se da por el incumplimiento de 
las funciones del estado, dado que para otorgar la licencia ambiental, y la certificación del 
cumplimiento de la consulta previa, era necesario verificar la presencia de los pueblos 
indígenas, con los medios adecuados que la ley establece para cada caso (Castelblanco, 
2011). 
Para la Corte Interamericana es claro que las consultas deben realizarse de buena fe, a través 
de procedimientos culturalmente adecuados y deben tener como fin llegar a un acuerdo, 
recalca en que el aviso temprano proporciona un tiempo para la discusión interna dentro de 
las comunidades y brinda respuesta correcta del Estado.  
Debe ser el Estado quien asegure que en la comunicación se exponga todo lo concerniente a 
los posibles riesgos, incluidos los riesgos ambientales y de salubridad, a fin de que acepten 
el plan de desarrollo o inversión propuesto con conocimiento y de forma voluntaria 
(Rodriguez, 2011).  
Además de lo anterior, se ha evidenciado a lo corrido de esta investigación, los 
inconvenientes y vulneraciones a las que se han visto afectadas las comunidades indígenas, 
entre ello, la poca eficacia que ha tenido el derecho a la consulta previa.  
La consulta previa es una garantía de integridad social, cultural y económica, sirve de 
herramienta además para hacer conocer los proyectos a las comunidades, pero presenta 
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diferentes obstáculos, y no solo durante su realización, si no al momento previo y su 
finalización.  
Como evidenciamos en la jurisprudencia, una de las mayores dificultades es poder ubicar o 
establecer la existencia de las comunidades en determinado territorio, puesto que muchas 
veces el trámite se adelanta de acuerdo a las cifras que el DANE realiza por medio del trámite 
que adelanta el Ministerio del Interior cuando se le es solicitado, pero como sucedió en la T-
889/2006 no siempre es la mejor herramienta de visualización y caracterización de las etnias. 
Para cumplir con los requisitos de la consulta previa se debe determinar “el área de influencia 
directa”, en esta se van a presentar los impactos sobre el medio biótico, abiótico y 
socioeconómico causados por las actividades de construcción y operación, lo cual no solo 
conlleva al área en donde se realiza el proyecto si no en todas aquellas donde se pueda afectar 
su integridad cultural, su autonomía política y organizativa, y en general del goce efectivo de 
sus derechos, el inconveniente se da porque éste no está reglamentado (Rodriguez, 2015). Es 
el estado quien atreves de la DCP debe expedir certificaciones fundamentándose en la 
información cartográfica, geográfica o espacial, de la presencia de grupos étnicos en las áreas 
en donde se pretendan desarrollar proyectos, obras o actividades que tengan influencia directa 
sobre las comunidades. (Corte Constitucional, Sentencia T-5323419 de 2016), en todo caso 
cuando no sea suficiente dicha información, es obligatorio por parte de la DCP determinar el 
hecho por medio de una visita de campo, pero el inconveniente llega cuando este no es 
realizado (Corte Constitucional, Sentencia T-5.921.558 de 2017). 
Cuando se logra establecer la presencia de los pueblos, y al intentar adelantar el proceso de 
la consulta, se debe tener en cuenta que debido a las divisiones organizativas de las 
comunidades el procedimiento debe ser adelantado en las instituciones tradicionales de cada 
pueblo, y no directamente con las comunidades, ya que esto muchas veces solo ha llevado a 
segregar el consentimiento y conocimiento de los pueblos. Un inconveniente ya mencionado 
en el inicio de este trabajo, es la presencia de los grupos subversivos o al margen de la ley.  
Sobre los Estudios de impacto ambiental- EIA, documento en el que se describen los 
inconvenientes, pormenores y circunstancias particulares de las características de un 
proyecto o actividad que se pretende realizar o modificar a fin de impedir o minimizar sus 
 23 
 
efectos significativos adversos (Gestion de recursos naturales, 2015), muchas veces se hacen 
sin haber realizado el estudio de campo y sin ser presentado a las comunidades de manera 
clara y libre, a fin de que ellos puedan analizar  las verdaderas afectaciones que puede 
repercutir en sus vidas la realización de un proyecto en su territorio. 
La conferencia de las naciones unidas fue un momento decisivo para la promoción de los 
derechos de los pueblos indígenas en relación con el medio ambiente, dentro del convenio 
sobre la diversidad biológica, se reconoció la importancia del conocimiento de los indígenas 
en la conservación del medio ambiente. Pues se les da a los indígenas y a sus comunidades 
el cargo de desempeñar la función de guardas en la gestión y utilización de los recursos 
naturales en preservación del medio ambiente. 
Dentro de la cumbre de tierra, fue aprobado el convenio sobre la diversidad biológica, 
reconociendo la dependencia de muchas comunidades indígenas respecto de los recursos 
biológicos. 
Actualmente el marco jurídico internacional reconoce la gran importancia que tienen los 
pueblos indígenas con la preservación de sus tierras. Es claro que la diversidad biológica, 
cultural y lingüística en todo el mundo está en peligro (OHCHR, 2010). Los pueblos 
indígenas son fuente de la mayor parte de diversidad cultural del mundo pues sus lenguas 
varias considerablemente de región en región con una considerable fracción de tres cuartos 
de las 6.000 lenguas a nivel mundial. 
Además de que las regiones con más intensa diversidad biológica de la tierra son habitadas 
por pueblos indígenas, entre estos países se encuentra Colombia, ecuador y Brasil, países que 
se ven de marcados por su gran diversidad cultural y ambiental, que no es de extrañar, pues 
como bien estábamos diciendo, los grupos indígenas son precursores de su protección y 
cuidado.  
El Fondo Mundial para la Naturaleza (WWF International), en colaboración con la 
organización no gubernamental internacional Terralingua, publicó un informe titulado 
Indigenous and Tradicional Peoples of the World and Ecoregion Conservation: An Integrated 
Approach to Conserving the World's Biological and Cultural Diversity, donde corrobora lo 
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afirmado anteriormente, además de hacer un llamado de atención en cuento a que las lenguas 
y tradiciones indígenas están desapareciendo. 
Por otra parte se reconoce que la diversidad biológica no se puede conservar sin proteger la 
diversidad cultural, pues bien sabemos que es la naturaleza quien nos provee de alimentos y 
medicinas, que sirven de subsistencia para todos, no solo para los pueblos indígenas, “la 
biodiversidad cultural es igual de importante para la evolución de la civilización como la 
biodiversidad lo es para la supervivencia humana”, ambos recursos merecen igual protección 
y cuidado (ACNUR UNHCR, 2012). 
El PNUMA, es el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente, quien después 
de la cumbre, asumió la responsabilidad de conseguir que los Estados reconozcan y utilicen 
los métodos tradicionales de los pueblos indígenas, para que así los mismos puedan tener real 
participación y beneficio de la utilización de dichos métodos y conocimientos tradicionales. 
4. CONCLUSIONES 
Tras el estudio de este instrumento normativo constitucional, como lo es la consulta previa, 
ondeamos en la importancia que su uso, de la manera adecuada, puede preservar esa identidad 
que tenemos como nación, en la salvaguarda de la cultura, y por otra parte en la preservación 
de nuestros recursos naturales, y medio ambiente. 
Los pueblos indígenas han venido transformando su vida a la realidad actual, aceptando 
políticas y formas de participación más modernas, adaptándolas a sus propios marcos 
institucionales, lo que ha permitido hacerlos participes de la política nacional e internacional, 
enriqueciendo las democracias latinoamericanas.  
Pero en el recorrido de esta investigación se mostraron los diversos inconvenientes o 
problemas que se presentan en la consulta previa, estos hechos son principalmente a causa 
de la no existencia de una reglamentación establecida o consolidada sobre la aplicación del 




Respecto a la pregunta, motivo de este trabajo, acerca  del valor de la consulta previa para la 
protección ambiental y cultural en Colombia, podemos afirmar que es verdaderamente alto, 
al olvidar la tradición y cultura de los indígenas, se generan problemas para la protección de 
la consulta previa, al igual que el debilitamiento organizativo, la división de las comunidades 
y la primacía de los intereses particulares sobre los colectivos. 
Una de las principales soluciones y más importantes es el de proteger la integridad cultural, 
social y económica que les permita a las comunidades indígenas y pueblos por medio de su 
participación libre y en cumplimiento del convenio de la OIT, la constitución y demás normas 
de la consulta previa, el reconcomiendo de sus derechos tradicionales e instituciones.  
La segunda solución es la de contar con información clara y veraz que se verifique 
continuamente acerca de las etnias existentes.  Por otra parte, se debe realizar la consulta 
previa en respeto al debido proceso, siendo realizada en instituciones tradicionales de cada 
pueblo, con ayuda del Estado y de los pueblos a fin de establecer un programa de vida o 
proyecto, que unifique y mantenga las tradiciones de los indígenas.  
Este derecho busca la protección  de la integridad social, cultural y económica de los pueblos; 
Se deben emprender prácticas dentro de cada comunidad en donde se les ayuden en la 
estructuración de un plan de vida, que permita rescatar sus tradiciones. (Garavito, 2012).  
Se debe tener en cuenta igualmente el principio de precaución cultural, en la aplicación de la 
consulta previa, pues se optarían por medidas previas que evitarían los impactos negativos 
de los proyectos en los territorios donde se encuentran los indígenas, resguardando ese 
territorio y generando mayor cuidado ambiental y preservación de nuestros recursos 
naturales.  
Pues si bien existen mecanismos de protección y reglas para la aplicación de la consulta 
previa, no se ha garantizado su uso, pues se siguen presentando casos en donde no se respetan 
las disposiciones de las sentencias a favor del respeto de este derecho, como lo mostramos 
anteriormente. Por otra parte, la realización de las consultas en muchos casos como los 
evidenciados aquí,  no se han realizado mediante procedimientos adecuados a través de los 
verdaderos tribunales, entidades jurídicas, y/o instituciones de los grupos étnicos. 
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Los pueblos indígenas han demostrado históricamente que poseen los conocimientos 
ancestrales necesarios para la supervivencia del mundo entero, su aporte en los actuales 
momentos de calentamiento global y cambio climático, resulta esencial (Carvajal, 2014). 
Ya lo dijo el Dalai lama “Los seres humanos somos la única especie dotada del poder de 
destruir la Tierra tal como la conocemos. Las aves no tienen este poder, ni tampoco los 
insectos. Ningún otro animal lo tiene. Y si tenemos la capacidad de destruir la Tierra, también 
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